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Exp. 8082023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 808/2023/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCION DE COMERCIALIZACIÓN DEL ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., veinticinco de enero del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 808/2023/2, promovido por la persona moral ********** por conducto de su apoderada legal ********** señalando como autoridad demandada a la Dirección de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el catorce de agosto del dos mil veintitrés, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por el acto que a continuación se precisa:
“La resolución administrativa contenida en el oficio **********emitida el día 20 de julio de 2023, por el Titular de la Dirección de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, de este Estado de San Luis Potosí, a través del cual se determinó a cargo de mi representada, un crédito fiscal en cantidad total de ********** ********** por concepto de "ADEUDO POR DESCARGA DE CONTAMINANTES EN LA RED DE DRENAJE MUNICIPAL*, correspondiente a los 4 trimestres del año 2018, los 4 trimestres del año 2019, los 4 trimestres del año 2020, los 4 trimestres del año 2021, los 4 trimestres del año 2022 y el primer trimestre del año 2023.”
II.- Mediante proveído de dieciséis de agosto del dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera; apercibida que de no contestar la demanda dentro del plazo de diez días hábiles, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se le tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Además, conforme lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Por otra parte se concedió la suspensión solicitada respecto a las acciones de cobro, que realizaran las autoridades demandadas, para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el estado en que actualmente se encontraban  hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio; suspensión que surtiría sus efectos siempre y cuando se garantizara ante el Organismo INTERAPAS, el adeudo exigido por la autoridad demandada, en cualquiera de las formas previstas por las leyes fiscales aplicables.

Asimismo se concedió la suspensión para el efecto de mantener las cosas en el estado en que se encontraban hasta en tanto se pronunciara la sentencia definitiva en este juicio y la autoridad demandada no suspendiera ni restringiera el servicio de agua potable y drenaje y demás servicios inherentes a dicho servicio, en el domicilio de la moral “**********” ubicado en **********.

III.- Por acuerdo dictado el veintiuno de septiembre del dos mil veintitrés, se tuvo a la licenciada **********, en su carácter de Directora Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), ingresado con folio ********** en el buzón de promociones de término de este tribunal el once de septiembre de dos mil veintitrés; visto el contenido del mismo, se tuvo a la autoridad demandada por haciendo valer las causales de sobreseimiento, por objetando las pruebas en cuanto a su alcance y valor probatorio y por contestada la demanda. 

Consecuentemente, con una copia simple del oficio contestatorio y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondieran.
Además, con fundamento en los artículos 69 fracción II, 70 tercer párrafo, del Ordenamiento Procesal en consulta, y 35 fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, las cuales se relacionan a continuación:

A la parte actora se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales consistentes en: 

· Copia certificada del instrumento público número **********, del Libro **********, de fecha 26 de enero de 2023, pasado ante la fe del Notario Público número **********, con ejercicio en la ciudad de San Luis Potosí, S.L.P.
· Copia simple de la resolución de 20 de julio de 2023, emitida por el Titular de la Dirección de Comercialización, del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable y Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez,.
· Instrumental de actuaciones.

· Presuncional legal y humana.

A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· Copia certificada de su nombramiento.
· La confesional expresa.
· Copias certificada del escrito que refiere como documental segunda en el oficio de contestación de demanda.
· Instrumental de actuaciones.

· Presuncional legal y humana.
En razón de que la autoridad demandada al emitir su contestación, exhibió diversos documentos en los que sustenta el acto impugnado y que refiere son del conocimiento del actor, quien por su parte no hizo referencia alguna a la existencia de los mismos en su escrito inicial de demanda; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles a efecto de que ampliará su demanda, apercibida de que en caso de no hacerlo, en tiempo y forma, se declarará precluido su derecho. 
IV.- Mediante auto de fecha dieciséis de octubre del dos mil veintitrés, se tuvo a la parte actora **********, representante legal de la persona moral “**********.”, por no promoviendo ampliación de demanda dentro del término de diez días hábiles concedido en el acuerdo dictado el veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés, por lo que en tal virtud, se le tuvo por precluído su derecho para ampliar la demanda; en virtud de que no lo hizo en el término que para ese efecto señala el Código Procesal Administrativo.

Finalmente, se señalaron las nueve horas del catorce de noviembre del dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

V.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos, Licenciado **********, dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, e hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
El interés jurídico de la parte accionante, queda acreditado con base a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que comparece a instar a juicio el C. **********, Apoderada Legal de la persona moral denominada “**********según el instrumento público número **********, libro **********con ejercicio en el primer distrito judicial, la cual obra agregada en copia fotostática certificada a fojas 26 a la 29 de autos y comparece a demandar la nulidad de la La resolución administrativa contenida en el oficio **********, expedido el día 20 de julio de 2023, por el Titular de la Dirección de Comercialización del citado organismo demandado, a través del cual se determinó un crédito fiscal en cantidad total de ********** a cargo de la actora, por concepto de "ADEUDO POR DESCARGA DE CONTAMINANTES EN LA RED DE DRENAJE MUNICIPAL, y que obra agregado a fojas 30 a la 33 de autos, de ahí que acredita el interés jurídico para comparecer a juicio.
La autoridad demandada, justificó debidamente su personalidad y legitimación en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que el Organismo Intermunicipal INTERAPAS, compareció por conducto de la licenciada **********quien comparece en su carácter de Directora Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), acompañando copia certificada del nombramiento expedido a su favor, el cual obra agregado a fojas 52 y 53 de autos.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- Existencia del Acto impugnado.- La existencia del acto controvertido en el presente juicio, se desprende de la documental consistentes en el oficio **********, emitido por la autoridad demandada Dirección de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento Y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez. (INTERAPAS); agregado en copia simple  al presente expediente, con el escrito inicial de demanda;  ddocumental públicas a la que se otorga valor probatorio pleno, atendiendo a lo establecido en los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado
Por tanto la litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado.
CUARTO.- El estudio de las causales de improcedencia es de orden público y preferente al fondo del asunto, por lo que si obran constancias agregadas a autos del expediente de las que se advierta alguna de las hipótesis de improcedencia o sobreseimiento del juicio, a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes, estas deben ser tomadas en cuenta para la emisión del fallo, al estar vinculadas dichas actuaciones con la precedencia del juicio. 
En ese sentido se advierte que la Directora Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), al contestar la demanda, propone la causal de sobreseimiento prevista en la fracción VIII, del artículo 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere al sobreseimiento del juicio cuando por disposición legal, exista impedimento para emitir resolución en cuanto al fondo; en relación con el artículo 7, fracción I, de la Ley Orgánica  del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, que se refiere a la procedencia del juicio de nulidad y al efecto señala que el oficio **********, no constituye una resolución definitiva ya que mediante el mismo únicamente se hace el conocimiento del actor, la cantidad adeudada motivo de contaminantes descargados al drenaje público, y que además en el mismo no existe ningún apercibimiento que pudiera causal algún perjuicio a la actora, ya que en el mismo se contiene una invitación de pago; por lo que no puede considerarse un acto definitivo, puesto que no se trata de una resolución determinante; que el acto impugnado constituye un acto preparatorio o de trámite y no es susceptible de ser impugnado.
No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; la suscrita Magistrada, considera que esa causal debe desestimarse, en virtud de que en el oficio **********, se está determinando un crédito fiscal a la hoy actora por concepto de "ADEUDO POR DESCARGA DE CONTAMINANTES A LA RED DE DRENAJE MUNICIPAL”, correspondiente al primero, segundo, tercero y cuarto trimestre de los años 2018, 2019, 2020, 2021, 2022 y el primer trimestre del año 2023, por la cantidad total de **********; también se señala como el lugar y horario y plazo para realizar dicho pago; de tal manera que al determinarse una cantidad  pagar, señalarse un plazo para efectuar dicho pago, indudablemente, esa forma de cobro es un acto impugnable, pues al exigirse al particular el pago de la cantidad señalada, fijar un plazo de vencimiento, es indudable que la autoridad está ejerciendo sus facultades de cobro, pues al estar indicado una cantidad adeudada, su acción es análoga a la determinación del crédito fiscal, y la exigencia de pago, condicionando la prestación del servicio  a su pago inmediato, constituye el cobro coactivo.
Máxime que los actos unilaterales y coactivos, desplegados por la autoridad deben encontrar fundamento en la norma, atendiendo al principio de legalidad, pues la determinación, requerimiento y cobro de cualquier contribución, constituye un acto que crea, modifica y extingue la situación jurídica del particular .

En ese sentido de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 06 a la 21 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SÉXTO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 250, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, esta Juzgadora procede a estudiar el segundo concepto de impugnación del accionante, al ser la competencia de la autoridad emisora del acto impugnado de orden público y estudio oficioso; habida cuenta que el citado numeral dice textualmente lo siguiente. 

“ARTICULO 250(…) La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.”

Además la anterior facultad-obligación, se obtiene del siguiente criterio jurisprudencial:

“Novena Época, Registro: 170827, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 218/2007, Página:   154

COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.”

(Énfasis nuestro)
En ese sentido, en el Tercer concepto de impugnación, la persona moral actora manifiesta que la resolución contenida en el oficio **********, emitido el día 20 de julio de 2023, por el Titular de la Dirección de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento Y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, en la que se resolvió imponer un crédito fiscal carece de firma autógrafa, del funcionario que la emite, tornando el acto ilegal.
A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser fundado, ello es así, en virtud de las siguientes consideraciones.

En primer término, se debe de señalar que la resolución recurrida en la materia administrativa, con número de oficio **********, emitido con fecha 20 de julio del 2023, por el Titular de la Dirección de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento Y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, se encuentra a fojas de la 30 a la 33 del expediente en el que se actúa.
Como se adelantó, a juicio de la Sala el referido concepto de impugnación es fundado y suficiente para demostrar la ilegalidad de la resolución impugnada, pues ante la negativa de la Parte Actora, le correspondía a la Autoridad Demandada demostrar que el acto impugnado ostenta firma autógrafa del funcionario que lo emitió, en el caso del Licenciado Francisco Leopoldo Campos Zavala como Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento Y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, sin embargo ello no sucedió.
En la Tesis de Jurisprudencia número 2a./J. 13/2012 (10a.), de rubro “FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE NULIDAD, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE AQUÉL SÍ LA CONTIENE”, la segunda Sala el criterios sustentado con anterioridad en la Tesis de Jurisprudencia Tesis: 2a./J. 195/2007, en el sentido de que cuando en un juicio de nulidad la Parte Actora sostenga que el acto impugnado carece de firma autógrafa, y en la contestación de la demanda la Autoridad afirma que si cuenta con firma, le corresponde ésta la carga de la prueba, por lo que deberá probar que el cato cuenta con firma autógrafa, siendo al efecto la prueba idónea la prueba pericial, porque es una cuestión que no puede apreciarse a simple vista; a continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia citada:
“FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE NULIDAD, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE AQUÉL SÍ LA CONTIENE.-  La manifestación del actor en un juicio de nulidad en el sentido de que el acto administrativo impugnado carece de firma autógrafa de la autoridad que lo emitió, no es apta para estimar que a él le corresponde la carga de la prueba, ya que no se trata de una afirmación sobre hechos propios. Ahora bien, si la autoridad en la contestación a la demanda manifiesta que el acto sí calza firma autógrafa, ello constituye una afirmación sobre hechos propios que la obliga a demostrarlos; además, es importante destacar que el juzgador no está en condiciones de apreciar a simple vista si la firma que calza el documento es autógrafa o no, toda vez que no posee los conocimientos técnicos especializados para ello, dado que la comprobación de ese hecho requiere de la prueba pericial grafoscópica que ofrezca la demandada.- SOLICITUD DE SUSTITUCIÓN DE JURISPRUDENCIA 5/2011. Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito. 25 de enero de 2012. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Laura Montes López.”

En ese contexto, si en el caso que nos ocupa, la Parte Actora se duele que la resolución impugnada carece de firma autógrafa del funcionario que la emitió, y que por ello carece de un elemento esencial que es la manifestación de la voluntad del funcionario actuante, y por su parte la Autoridad Demandada aduce que la resolución que obra en el expediente original está firmada, y que es intrascendente que la copia con que se notificó al Actor carezca de firma, luego entonces, nos ubicamos en el problema jurídico que resuelve la Tesis de Jurisprudencia citada, y por tanto resulta aplicable al caso concreto, puesto que la Parte Actora niega que la resolución está firmada, y la Autoridad Demandada afirma que “es un hecho notorio que dentro del acto impugnado si obra la firma autógrafa del Licenciado ********** como Director del Organismo operador”.

Por consiguiente, es dable a la Sala estimar que en el presente caso la carga de la prueba correspondió a la Autoridad Demandada, pues es ésta la que sostiene la afirmación en el sentido de que la resolución impugnada si cuenta con firma autógrafa, es decir sostiene una afirmación sobre hechos propios y por ello está obligada a probarlos, según se establece en la Tesis de Jurisprudencia citada y transcrita.

Por lo tanto, si la autoridad en su contestación de demanda afirma que dicha resolución si contiene firma autógrafa, ello constituye una afirmación sobre hechos propios, por lo que es obligación de la autoridad demandada a demostrar los mismos, requiriendo para ello acreditar mediante el acta de notificación correspondiente que contenga  la leyenda que diga que se recibió firmado en original; resultando aplicable por analogía el siguiente criterio jurisprudencial:

Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 2008224, Instancia: Segunda Sala, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 110/2014 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Enero de 2015, Tomo I, página 873, Tipo: Jurisprudencia

FIRMA AUTÓGRAFA DEL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE NULIDAD. FORMA DE CUMPLIR CON LA CARGA PROBATORIA CUANDO LA AUTORIDAD AFIRMA QUE LA CONTIENE. En observancia a los principios de igualdad entre las partes y de equilibrio procesal, así como a la obligación de cumplir con las formalidades esenciales del procedimiento contenidos en los artículos 1o., 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los juicios deben observarse las reglas legales previstas al respecto, entre las que se encuentra la relativa a la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que las partes soporten sus posturas. Por ello, en términos del artículo 40 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la autoridad demandada puede ofrecer y desahogar cualquiera de los medios probatorios permitidos por la ley, a fin de acreditar sus defensas, cuya idoneidad dependerá de los hechos que pretenda acreditar, y su apreciación y valoración del prudente arbitrio del Juez; en el entendido de que los hechos citados pueden constituir circunstancias variadas, distintas a las consideradas en las ejecutorias que dieron origen a las jurisprudencias 2a./J. 195/2007 (*) y 2a./J. 13/2012 (10a.) (**). Así, ante la afirmación de la demandada de que la resolución combatida contiene la firma autógrafa de la autoridad emitente que entregó al momento de su notificación al interesado, es posible que para demostrarlo y cumplir con la carga de la prueba, exhiba constancia del acta levantada al efecto, que pueda confirmar que aquel documento se recibió firmado en original, por ser un medio de prueba legal, sobre la base de que quien atendió la comunicación tuvo conciencia del contenido de la leyenda de mérito, máxime si ésta se ubica en el área donde firmó la recepción de aquel documento. Lo anterior no impide que la parte actora pueda ofrecer prueba idónea para demostrar la falta de autenticidad de la firma correspondiente.

Lo anterior es asi, dado que los actos de Autoridad deben contener firma autógrafa del funcionario que los emite, pues se trata del signo gráfico que le da certeza y/o eficacia los actos de Autoridad.

Motivo de lo anterior, y ya que se demostró que la resolución impugnada carece de firma autógrafa, se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ, del acto impugnado, y por tanto la nulidad de la  resolución contenida en el de oficio **********, emitido con fecha 20 de julio del 2023, por el Titular de la Dirección de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento Y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, sin perjuicio de que la demandada vuelva a emitir una nueva resolución debidamente fundada y motivada.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.-  Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en el oficio **********, emitido por la autoridad demandada Dirección de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento Y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez. (INTERAPAS), dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Notifíquese por oficio a la parte actora y por correo a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
� “ARTÍCULO 252…


(…)


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”


� Tesis: 2a./J. 13/2012 (10a.), Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Registro 2000361, Segunda Sala, Libro VI, Marzo de 2012 Tomo 1, Pagina 770, Jurisprudencia(Administrativa).





